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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 13 de julio de 2023. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, por el 

cual se propone reformar los artículos 251, párrafo primero e inciso b) 

y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se 

señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) 

está facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos 

sobre ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del 

Congreso del Estado, que sean considerados para efectos de 

iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el 

presente documento solo constituyen la opinión jurídica de este 

Órgano Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se 

pretenden dar a la iniciativa. 



 

2 

 

 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 27 de 

junio de 2023, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el proemio 

del presente– en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de 

opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27 fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida 

en el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 25, celebrada el 30 de junio del año 2023, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un tanto de la Iniciativa a los 

Magistrados que lo integran, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 

27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia se 

conformó la actual opinión jurídica. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 27, celebrada el 13 de 

julio de 2023, se aprobó este documento en los términos que más 

adelante se detallan. 
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El Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato, reconoce el trabajo legislativo de los iniciantes, valora 

que la justicia administrativa sea objeto de análisis, y que propuestas 

de reforma como las que hoy se analizan sean planteadas en aras de 

lograr una protección más amplia a los derechos humanos de los 

particulares. 

En atención a lo anterior, por conducto de la Presidencia de este 

Órgano de Justicia, se procede en forma respetuosa a emitir opinión 

jurídica sobre la iniciativa del grupo parlamentario del «Partido 

Revolucionario Institucional», de reformar los artículos 251, párrafo 

primero e inciso b) y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y 

Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, 

y que en lo esencial hace referencia a los argumentos que a 

continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Objetivo y contenido de la iniciativa: 

La iniciativa plantea, en aras de tutelar el derecho al acceso a la 

justicia, incluir el interés legítimo como supuesto de procedencia del 

proceso administrativo tramitado ante los Juzgados Administrativos 

Municipales y el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato; aduciendo que la materia administrativa se encuentra 

en constante evolución y que tiene por objeto la protección de los 

derechos e intereses de las personas. 
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En este sentido, consideran lo iniciantes que es necesario 

reformar la legislación en materia del proceso administrativo y resaltar 

el impacto de la figura procesal del interés, diferenciando entre el 

interés jurídico y el interés legítimo, proporcionando este último una 

protección más amplia para los gobernados. 

En la doctrina internacional, se ha discutido respecto a las 

diferencias entre el interés legítimo y el interés jurídico en los sistemas 

jurisdiccionales, destacando la aplicación de dichos conceptos en 

cuanto a la tutela de actos y omisiones de autoridades 

administrativas que implican un perjuicio a los ciudadanos. Ferrer1 

(2004) señala que: 

‘’el interés legítimo es una situación jurídica activa que se ostenta por 

relación a la actuación de un tercero y que no supone, a diferencia del 

derecho subjetivo, una obligación correlativa de dar, hacer o no hacer 

exigible de otra persona, pero sí comporta la facultad del interesado de 

exigir el respeto del ordenamiento jurídico y, en su caso, de exigir una 

reparación de los perjuicios antijurídicos que de esa actuación le deriven’’. 

A raíz de la reforma en materia de derechos humanos en el año 

2011, con la modificación de los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política Federal, se estableció que ‘’el juicio de amparo se seguirá 

siempre a instancia de parte agraviada, teniendo tal carácter quien 

aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 

 

1 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Juicio de amparo e interés legítimo: La tutela de los 

derechos difusos o colectivos, México, Porrúa, 2004. Pp. 132 
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colectivo…’’, surgiendo así, un instrumento que fungiría como control 

de legalidad y acceso a la justicia.  

En consecuencia de lo anterior, la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación (SCJN), ha emitido diversas tesis en cuanto al significado del 

interés legítimo y el interés jurídico, destacando en materia 

administrativa la siguiente: 

INTERÉS LEGÍTIMO. SU CONEXIÓN CON LAS NORMAS DE ACCIÓN.2 

El concepto de interés legítimo, a diferencia del interés jurídico, no 

impone la obligación de contar con un derecho subjetivo tutelado para 

hacer procedente la instancia contenciosa. En relación con la anterior 

afirmación, es necesario hacer referencia a las normas que se aplican en 

derecho administrativo, a saber: a) las de relación, que imponen a la 

administración una determinada conducta, cuyo objetivo es proteger la 

esfera jurídica del gobernado y tutelan intereses privados, por lo que su 

infracción comporta el desconocimiento de un derecho subjetivo y 

situaciones jurídicas individuales derivadas de la actividad administrativa; y, 

b) las de acción, referidas a la organización, contenido y procedimientos 

que anteceden a la acción administrativa que persiguen o tutelan el interés 

público y garantizan así una utilidad también pública, estableciendo 

deberes de la administración pero sin suponer a otro sujeto como 

destinatario. 

[…] 

 

2 Tesis l.4o.A.356 A, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XVl, Agosto de 2002, página 1310, registro digital 186237. 



 

6 

 

Dicho lo anterior, tal como precisa la exposición de motivos, se 

desprende que surge un interés legítimo en el momento en que se 

establece la conexión entre sujetos calificados y la norma, aun sin la 

existencia de un derecho subjetivo. Resultando la relación entre el 

interés del particular y la legalidad del actuar administrativo, derivado 

de una afectación jurídicamente relevante y un agravio diferenciado 

al resto de los integrantes de la sociedad que generan los actos 

administrativos.  

Asimismo, la Tesis 2a./J. 141/20023, al aludir a la diferencia entre 

ambos conceptos en la ley, señala que el interés jurídico requiere que 

se acredite la afectación a un derecho subjetivo y el interés legítimo 

supone la existencia de un interés cualificado respecto de la 

legalidad de los actos impugnados, ampliando con este último el 

número de gobernados que pudieran acceder al procedimiento en 

defensa de sus intereses, siempre que resientan una lesión 

suficientemente objetiva. 

En cuanto a la propuesta, en lo general: 

La iniciativa de reforma propone: 

TEXTO ORIGINAL. PROPUESTA DE REFORMA. 

Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el 
proceso administrativo, las personas que 

Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el 
proceso administrativo, las personas que 

 

3 Tesis 2a./J.141/2002, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XVl, Diciembre de 2002, página 241, registro digital 185377. 
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tengan un interés jurídico que funde su 
pretensión: 
I. Tendrán el carácter de actor: 
a) Los particulares que sean afectados en 
sus derechos y bienes por un acto o 
resolución administrativa; y 
b) Las autoridades en aquellos casos en los 
que se pida la modificación o nulidad de un  
acto favorable a un particular que cause 
lesión al interés público; 

tengan un interés jurídico o legítimo que 
funde su pretensión: 
I. Tendrán el carácter de actor: 
a) Los particulares que sean 
afectados en sus derechos y bienes 
por un acto o resolución 
administrativa; 
b) Los particulares que aduzcan ser 
titulares de un interés legítimo o 
colectivo, siempre que aleguen 
que el acto o resolución 
administrativa reclamados violan 
sus derechos fundamentales y 
con ello se produzca una 
afectación real y actual a su 
esfera jurídica en virtud de su 
especial situación frente al orden 
jurídico. 
c) Las autoridades en aquellos casos 
en los que se pida la modificación 
o nulidad de un acto favorable a un 
particular que cause lesión al interés 
público; 

Artículo 261. El proceso administrativo es 
improcedente contra actos o resoluciones: 
I. Que no afecten los intereses 
jurídicos del actor; 

… 

Artículo 261. El proceso administrativo es 
improcedente contra actos o resoluciones: 
I. Que no afecten los intereses jurídicos o 
legítimos del actor; 

… 

 

Si bien, la presente reforma supondría una mayor protección a los 

derechos humanos reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, y en consecuencia ampliaría el ámbito de 

aplicación de la Justicia Administrativa y la competencia de los 

órganos jurisdiccionales administrativos; no obstante, existen algunos 
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argumentos que este Tribunal considera necesarios analizar previo a 

la aprobación de la presente iniciativa: 

Respecto del análisis de impacto de la iniciativa, 

específicamente del impacto administrativo y presupuestario: 

Los iniciantes mencionan que la iniciativa “No tiene impacto 

presupuestario, en virtud de que el Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Guanajuato, ya cuenta con el personal jurisdiccional 

que podrá avocarse al conocimiento de los asuntos que puedan 

surgir” 

No obstante, se considera que la iniciativa de reforma si tendría 

un  impacto administrativo y presupuestal, al menos en cuanto al 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, sin 

mencionar los Juzgados Administrativos Municipales, con fundamento 

en las siguientes consideraciones: 

En el estado de Guanajuato, año con año la justicia 

administrativa se ha ido consolidando, lo que quiere decir que los 

particulares cada día confían más en el trabajo del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato. Dichos niveles de 

confianza se ven reflejados en el número de demandas que se 

reciben el en Tribunal y que se pueden encontrar en las estadísticas 

del Tribunal, que año con año informan ante los poderes del estado. 

Tan sólo en 2022 se vio reflejado un incremento del 44.81% en el 

número de demandas recibidas, pues el Tribunal dio trámite a 7,429 

(siete mil cuatrocientos veintinueve demandas), en comparación con el 



 

9 

 

año 2021 (Imagen 1). Lo cual implica un aumento de la carga de 

trabajo de casi el doble respecto del año inmediato anterior; siendo 

que ése crecimiento se sumó al crecimiento del 119.61% del año 2021 

dos mil veintiuno.  

 (Imagen 1) 

 

Entre el año 2015 al 2020, el promedio en la recepción de 

procesos fue de 2,308 (dos mil trescientas ocho demandas al año), lo 

cual significa que entre 2021 y 2022 fueron recibidas un número de 

demandas cercanas a las de seis anualidades previas (12,559 doce 

mil quinientas cincuenta y nueve). Información que se puede 

corroborar con la siguiente gráfica (imagen 2), obtenida del «informe 

de actividades»4 de la anualidad 2022: 

 

4 Consultable en la página electrónica siguiente: 

https://transparencia.tcagto.gob.mx/wp-

content/uploads/2023/01/INFORME_TJA_2022.pdf  

https://transparencia.tcagto.gob.mx/wp-content/uploads/2023/01/INFORME_TJA_2022.pdf
https://transparencia.tcagto.gob.mx/wp-content/uploads/2023/01/INFORME_TJA_2022.pdf
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(Imagen 2) 

Cabe señalar además, que ésa tendencia al crecimiento se 

mantiene en la presente anualidad, pues en el periodo 

correspondiente hasta el 30 de junio de 2023, se han recibido 4409 

(cuatro mil cuatrocientas nueve) demandas, tan sólo de procesos 

administrativos, lo cual implica más de 690 demandas respecto a la 

mitad del ejercicio anterior. 

Tampoco pasa desapercibido que, ése crecimiento exponencial 

en las cargas del trabajo en el Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato, aconteció una vez que entró en vigor la 

reforma al Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el 

Estado y los Municipios de Guanajuato, por medio de la cual se 
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implementó la vía sumaria, publicada en el periódico oficial del 

estado el 29 de abril de 2020.  

En 2022, el juicio sumario representó el 52.2% del total de las 

demandas promovidas en el Tribunal, mientras que el Juicio Ordinario 

registro el 47.8% (Imagen 3); y en lo que va del año 2023, se han 

promovido 2282 demandas por esta vía, lo que significa un 51.57% de 

las 4409 demandas recibidas hasta el 30 de junio de 2023. 

 (Imagen 3) 

Lo anterior es sumamente relevante, ya que este crecimiento de 

las cargas de trabajo del tribunal, con la implementación del juicio 

sumario, se puede utilizar como indicativo del crecimiento que 

vendría con la aprobación de la reforma que ahora se analiza. 

Luego entonces, si al día de hoy ya se considera que las cargas 

de trabajo del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Guanajuato, ya son bastantes, lo cual requiere también un 

incremento en el personal y un crecimiento de los espacios de trabajo 

del Tribunal, para afrontar las actuales cargas de trabajo; la 

implementación del interés legítimo como supuesto de procedencia 
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para el proceso administrativo traería consigo la necesidad de 

adaptarse al nuevo paradigma, lo que significa un aumento 

importante al presupuesto que corresponde a este Tribunal.   

Por lo tanto, es ineludible que previo a la aprobación de la 

presente propuesta de reforma, se analice por las entidades 

correspondientes el impacto presupuestario que vendría con ella, 

siendo necesaria la creación de más salas en el Tribunal, con el 

personal jurídico y administrativo que ello requiera, así como la 

creación de nuevos espacios para este personal y el impacto 

administrativo que esto implicaría.  

Asimismo, se considera necesario corroborar la suficiencia 

presupuestaria en los Juzgados Administrativos Municipales, a efecto 

de que el aumento que pudiese existir en la tramitación de 

procedimientos y juicios se lleve a cabo de manera oportuna y 

eficiente. 

Tampoco se omite señalar que, las cargas de trabajo no sólo 

aumentarían en los órganos jurisdiccionales, sino que impactaría 

directamente en las áreas jurídicas de las dependencias estatales y 

municipales señaladas como autoridades demandadas en los 

procesos administrativos competencia del Tribunal y los Juzgados. 

En cuanto a la propuesta, en lo particular: 

Si bien, la incorporación de la figura procesal del interés legítimo 

en materia de justicia administrativa amplía el campo de acción de 

los particulares para acceder a la misma, es preciso establecer 
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correctamente su regulación y alcance, a efecto de no entorpecer ni 

caer en el abuso de su utilización. Por otra parte, se deben de 

reconocer las distintas instituciones operantes en el derecho 

administrativo, y armonizarlas con alcances interpretativos más 

benéficos para los gobernados. 

Específicamente, se recomienda tomar en cuenta las siguientes 

figuras de derecho administrativo: 

a) El derecho de petición: pues abrir la posibilidad a que los 

particulares con intereses legítimos sobre el actuar de la 

autoridad, también podría abrir la puerta a que los 

particulares impugnen los actos omisivos de la autoridad, por 

el no ejercicio de alguna de sus facultades; siendo que en 

primera instancia, los particulares pueden solicitar, mediante 

el ejercicio del derecho de petición, alguna respuesta de la 

autoridad. 

Entonces, se recomienda dejar en claro que, tratándose de 

intereses legítimos, el proceso administrativo será procedente 

únicamente en contra de actos administrativos manifiestos. 

b) La suspensión: Si bien, los artículos 269 y 270 establecen 

limitaciones a la solicitud de la suspensión, bastaría que un 

acto de autoridad afecta a un derecho protegido en lo 

general para que una persona, aun sin ser parte de la 

relación jurídico administrativa, pueda sentirse agraviada en 

su esfera jurídica y, por lo tanto, estaría en posibilidad de 

impugnar en el mismo alegando un interés legítimo y solicitar 

la suspensión del acto administrativo. 

Por ello, es necesario que se analice si, la protección de un 

interés legítimo o incluso un derecho colectivo cualificado es 

suficiente para solicitar la suspensión de un acto 

administrativo, lo que podría implicar un perjuicio al interés 

social o la contravención a disposiciones de orden público. 
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c) El reconocimiento del derecho: Según lo dispuesto por los 

artículos 255 y 300, el actor podrá solicitar y en consecuencia 

la sentencia tendrá como efecto el reconocimiento de un 

derecho. Tratándose del interés jurídico, es claro que se trata 

del derecho expresamente reconocido en una norma 

jurídica, con los efectos en ella establecidos. 

Pero, tratándose de un interés legítimo, es necesario hacer un 

análisis sobre la facultad que tendría el Tribunal de reconocer 

algún derecho al particular, y condenar a la autoridad; el 

alcance de ese reconocimiento, sin que eso implique una 

invasión de las atribuciones de las autoridades 

administrativas, y  que ese reconocimiento sea suficiente 

para proteger el interés cualificado. 

La anterior opinión la emite este Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar al trabajo 

legislativo y en aras de mejorar la justicia administrativa, con el ánimo 

de construir un mejor estado de derecho y proporcionar seguridad 

jurídica a los particulares y a sus derechos humanos, reconocidos por 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


